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to jurídico 3.°, 88/1985, fundamentos Jurídicos 2.° y 3.°)
en la relación de trabajo. Como pone de relieve con
todo acierto el Ministerio Fiscal, el sensacionalismo de
los titulares de prensa; la personalización de las decla­
raciones que en ellos se refleja, no alcanza a eliminar
esta elemental realidad del contenido de aquéllas, y del
tono, no of~nsivo en que se realizaron.

Además, en el caso concurría un factor adicional de
legitimación de la conducta del actor. En efecto, la pecu­
liar naturaleza de su trabajo, la repercusión pública que
alcanzan las figuras de los deportistas profesionales
hacían que las vicisitudes de la contratación del actor
fuesen, de por sí, una materia noticiosa, de interés para
los numerosos aficionados al deporte (SSTC 105/1983;
6/1988), que otorgaban a sus declaraciones una tras­
cendencia pública, en que los derechos y obligaciones
de la relación de trabajo quedaban, en cíerto sentido,
relegadas a un segundo plano en el significado de la
información. Por todo lo anterior. es obligado concluir
que se ha producido en el caso una vulneración del
derecho del actor a la libertad de expresión por la sanción
que en su momento se le impuso y por las resoluciones
judiciales que la confirmaron. estimándose. en conse­
cuencia, el correlativo motivo de amparo.

FALLO

En atención a' todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y. en su virtud:

1.° Declarar el derecho del actor a la libertad de
expresión [arto 20.1 a) C.E.].

2.° Declarar la nulidad del extremo «B» del fallo de
la Sentencia. de 26 de febrero de 1993. dictada por
el Juzgado de lo Social núm. 2 de Santa Cruz de Tenerife,
y su confirmación efectuada por la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.
de 30 de septiembre de 1993.

3.° Declarar la nulidad de la sanción impuesta al
actor por el «Club Deportivo Tenerife. S.AD.». por los
motivos a que se refiere la presente resolución.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diez de enero de mil novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodríg'uez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 7/1995. de 10 de
enero de 1995. Recurso de amparo
1.027/1994. Contra providencia de la
Audiencia Provincial de Alicante. que seña­
laba la vista del recurso de apelación inter­
puesto para una fecha posterior en dos años
a la del señalamiento. Vulneración del derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno

Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.027/94, promovido
por la entidad mercantil «Edinso. S. A». representada
por el Procurador de los Tribunales don Javier Domín­
guez López y asistida del Letrado. don Luis F~rnando
Soro Gonsálvez. contra la proVidenCia de la Secclon Qum­
ta de la Audiencia Provincial de Alicante. de 10 de fe­
brero de 1994. por la que se señalaba para el día 14
de marzo de 1996 la vista del recurso de apelación inter­
puesto contra la Sentencia del Juzgado de Primeralns­
tancia núm. 9 de esa misma Ciudad de 30 de Julio
de 1993. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. y ha sido
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 25 de marzo de 1994. el Procurador de los Tribunales
don Javier Domínguez López. en nombre y represen­
tación de la entidad mercantil «Edinso S. A», interpuso
recurso de amparo contra la providencia de la Sección
Quinta de la Audiencia Provincial de Alicante de 10 de
febrero de 1994, por la que se señalaba para el
día 14 de marzo de 19961a vista del recurso de apelación
interpuesto de contrario contra la Sentencia de instancia.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

a) Con fecha de 11 de febrero de 1993. la entidad
solicitante de amparo interpuso demanda de menor
cuantía contra don Francisco Gallut Roma y su esposa.
pretendiendo que se declarase la resolución de un con­
trato de compraventa. Correspondió conocer del asunto
al Juzgado de Primera Instancia de Alicante que. tras
haber seguido los trámites oportunos, dictó Sentencia.
de fecha 30 de julio de 1993. estimando íntegramente
la indicada pretensión.

b) Contra dicha Sentencia interpusieron los deman­
dados recurso de apelación. del que correspondió cono­
cer a la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de
Alicante. Personadas las partes en el recurso y evacuado
el trámite de instrucción por el Magistrado Ponente, la
Sala dictó una providencia. de fecha 10 de febrero
de 1994, por la que acordaba el señalamiento de la
vista del mismo para el día 14 de marzo de 1996.

c) Con fecha de 22 de febrero de 1994, la repre­
sentación de la demandante de amparo presentó ante
la Sala un escrito en el que denunciaba la existencia
de dilaciones indebidas en el proceso. haciendo constar
expresamente que ello .suponía la vulneración del dere­
cho fundamental consagrado en los arts. 24.2 C.E.
y 6.1 del Tratado de Roma. Por providencia de 25 de
febrero de 1994. se tuvo por recibido dicho escrito y
por hechas las manifestaciones en él contenidas. orde­
nándose que se continuara con la tramitación del pro­
cedimiento en el estado en el que se encontraba.

3. La solicitante de amparo estima que la providen­
cia de 10 de febrero de 1994 vulnera su derecho a
un proceso sin dilaciones indebidas, reconocido en el
arto 24.2 C.E., al señalarse en la misma la vista del recurso
de apelación en el que es parte apelada para dentro
de más de dos años" ya que ello constituye un retraso
nada razonable en la tramitación del procedimiento que
ni puede ni debe justificarse en un Estado de Derecho.
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En consecuencia, se pide a este Tribunal que dicte
Sentencia reconociendo el derecho de la recurrente a
un proceso sin dilaciones indebidas.

4. Por providencia de 1B de julio de 1994, la Sec­
ción Segunda acordó admitir a trámite la demanda de
amparo formulada por "Edinso S. A.» y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 de la LOTC, requerir atentamente
a los órganos judiciales de instanCia y de apelación para
que, en el plazo de diez días, remitieran testimonio de
las actuaciones ante ellos seguidas, interesando al propio
tiempoel emplazamiento de cuantos, con excepción de
la demandante de amparo, fueron parte en el proce­
dimiento antecedente a fin de que, asimismo en el plazo
de diez días, pudieran comparecer en el presente proceso
constitucional. Por otra providencia de 24 de octubre
de 1994, la Sección tuvo por recibidas las actuaciones
solicitadas y acordó dar vista de las mismas a la repre­
sentación de la recurrente y al Ministerio Fiscal para
que, en el plazo de veinte días, presentaran las alega­
ciones que estimasen convenientes.

5. El trámite de alegaciones fue evacuado por la
representación de la actora por escrito registrado en este
Tribunal con fecha de 12 de noviembre de 1994, en
el que sustancialmente se reiteraban las ya contenidas
en la demanda de amparo.

En idéntico trámite, el Fiscal ante el Tribunal Cons­
titucional concluía su escrito de fecha 11 de noviembre
de 1994 interesando la concesión del amparo solicitado
por entender que, efectivamente, el señalamiento a más
de dos años vista que se refleja en la providencia impug­
nada conculca el derecho de la solicitante de amparo
a un proceso sin dilaciones indebidas.

A juicio del Ministerio Fiscal. de acuerdo con los cri­
terios objetívos seguidos por la jurisprudencia consti­
tucional. en consonancia con la emanada del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos, para la determinación
en cada caso concreto de la existencia de dilaciones
indebidas en el procedimiento, tal demora no resulta
razonable al no venir justifícada ni por la complejidad
del procedimiento ni por la conducta procesal de la
demandante ni por los márgenes ordinarios de duración
de otros litigios del mismo tipo. Tampoco cabría jus­
tificarla aduciendo la excesiva carga de trabajo del órga­
no judicial en cuestión en relación con los medios dis­
ponibles (SSTC 85/1990 y 69/1993), ya que el men­
cionado derecho es de naturaleza prestacional y no pue­
de ser sometido a recortes en su contenido derivados
de las deficiencias o insuficiencias apreciables en la
estructura organizativa de la Administración de Justicia.

6. Por providencia de fecha 19 de diciembre
de 1994, se acordó señalar para la deliberación y vota­
ción de la presente Sentencia el siguiente día 22 del
mismo mes y año, fecha en que dio comienzo la misma,
habiendo finalizado en el día de hoy.

11. Fundamentos jurídicos

Unico: El presente recurso se dirige contra una pro­
videncia de la Audiencia Provincial de Alicante, de
fecha 10 de febrero de 1994, dictada en un recurso
de apelación, por la que, en un litigio civil de menor
cuantía en el que había recaído Sentencia de instancia
favorable a la pretensión de la entidad demandante de
amparo de que se declarara rescindido el contrato de
compraventa de una vivienda por falta de pago por los
compradores de las cantidades convenidas, se anuncia'
que la vista de dicho recurso interpuesto de contrario
tendrá lugar el día 14 de marzo de 1996.

Para dilucidar si este señalamiento de la vista del
recurso de apelación a, valga lá redundancia, más de
dos años vista es o no constitutiva de una vulneración

del derecho de la recurrente a un proceso sin dilaciones
indebidas, conviene recordar -una vez comprobado que
la actora cumplió con el presupuesto procesal de invo­
cación del derecho fundamental vulnerado, requerido
por el arto 44.1 c) de la LOTC, dándosele ocasión al
órgano judicial de remediar tales dilaciones (por todas,
STC 97/1994}- que este Tribunal ha declarado en rei­
teradas ocasiones que el concepto manifiestamente
indeterminado y abierto de "dilación indebida» ha de
concretarse en cada caso atendiendo a criterios objetivos
congruentes con su enunciado genérico cuales son los
establecidos en la jurisprudencia del T.E.D.H.. en relación
con el arto 6.1 del C.E.D.H. (SSTC 36/1984, 5/1985,
133/1988,50/1989, 10/1991 y 69/1993, entre otras
muchas) y que pueden resumirse en los siguientes: La
complejidad del asunto, la conducta del recurrente y
la del órgano judicial.

A la luz de la anterior doctrina no puede considerarse
razonable que, en un litigio de escaSa complejidad como
el de autos, en el que la demandante observó en todo
momento una actuación procesal diligente, se haya pos­
tergado, con evidente perjuicio para la apelada, la vista
del recurso de apelación planteado por la parte contraria
a una fecha tan lejana e inhabitual en este tipo de pro­
cedimientos, toda vez que se le impone una espera de
más de dos años antes de poder recuperar la plena pose­
sión de una vivienda cuya hipoteca, según se declara
probado en la Sentencia de instancia, se había visto impe­
lida a satisfacer ante la falta de cumplimiento de sus
obligaciones por los apelantes.

Ni siquiera una hipotética sobrecarga de recursos en
el órgano judicial podría explicar la demora de la vista
a fecha tan remota, tanto más injustificable si se tiene
en cuenta que ya había concluido toda la fase de tra­
mitación previa a dicho acto. Como ha declarado rei­
teradamente este Tribunal en similares ocasiones (por
todas, SSTC 36/1984 y 197/1993), por más que los
retrasos experimentados en el procedimiento hubiesen
sido consecuencia de deficiencias estructurales u orga­
nizativas de los órganos judiciales o del abrumador tra­
bajo que sobre ellos pesa, esta hipotética situación orgá­
nica, si bien pudiera exclu.ir de responsabilidad a los
Magistrados integrantes de la Sala, de ningún modo alte­
ra la anterior conclusión. En efecto, como tiene declarado
reiteradamente el Tribunal Europeo de Derechos Huma­
nos (Sentencias del T.E.D.H. "BUCHHOLz", de 6 de mayo
de 1981, "ECKLE" de 15 de julio de 1982, "ZIMMER­
MANN y STEINER. de 13 de julio de 1983), aquella
circunstancia no exonera al Estada del cumplimiento de
su obligación de proveer inmediatamente de los medios
personales y reales necesarios a su Administración de
Justicia a fin de poder dotarla de la necesaria celeridad
y eficacia que la Constitución reclama.

Así, pues, hemos de otorgar el amparo solicitado y
declarar que el derecho de la recurrente a un proceso
sin dilaciones indebidas ha sido vulnerado por la pro­
videncia de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial
de Alicante de 10 de febrero de 1994.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONfiERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho de la recurrente a un pro­
ceso sin dilaciones indebidas.

2.0 Declarar. la nulidad de la providencia de la
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Alicante
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de 10 de febrero de 1994 para que, en su lugar, la
Sala haga el señalamiento del recurso de apelación sin
incurrir en dilaciones indebidas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en. Madrid, a diez de enero de mil novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernandd García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 8/1995. de 16 de
enero de 1995. Recurso de amparo
1.773/1991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Asturias, declarando inadmisible el recurso
jurisdiccional promovido por el actor contra
la ienegación presunta, por silencio adminis­
trJtivo, de la Dirección General de Personal
del Ministerio de Defensa, de su reclamación
,~dministrativa previa por la que interesaba
que se ejecutase una resolución anterior del
citado organismo que le reconocía su derecho
a percibir una serie de devengos económicos
que le eran adeudados en su condición de
mutilado de guerra. Vulneración del.derecho
a la tutela judicial efectiva: inadmisión de
recurso impeditiva del acceso a la justicia
(control judicial de la actividad de la Admi­
nistración).

La 3ala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.773/91, interpuesto
por don David Daniel Carrio Fernández, bajo la repre­
sentación procesal de la Procuradora de los Tribunales,
doña María José Corral Losada, contra la Sentencia de
13 Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Asturias, de 29 de julio de 1991,
por la que se declaró inadmisible el recurso jurisdiccional
promovido por el actor contra la denegación presunta,
por silencio administrativo; de la Dirección General de
Personal del Ministerio de Defensa, de su reclamación
previa por la que interesaba que se ejecutase una reso­
lución anterior del citado organismo que le reconocía
su derecho a percibir una serie de devengos económicos
que le eran adeudados en su condición de mutilado de
guerra. Han sido parte, el Ministerio Fiscal y el Abogado
del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado Eugenio Díaz
Eimil. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 6 de agosto de 1991, don David Daniel Carrio Fer­
nández solicitó el nombramiento de Abogado y Procu­
rador de oficio para la interposición de un recurso de
amparo constitucional contra la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Asturias, de 29 de julio de 1991.

La Sección Cuarta, por providencia de 21 de octubre
de 1991, acordó abrir la oportuna pieza de nombra­
miento de los citados profesionales de oficio y, mediante
providencia de 14 de noviembre de ese mismo año,
declaró realizada la correspondiente designación. El
Letrado designado alegó la insostenibilidad de la futura
demanda de amparo lo que obligó a la sustanciación
de los trámites legalmente previstos al efecto, hasta que,
por providencia de 21 de septiembre de 1992, la Sección
estimó la s6stenibilidad de la solicitud de amparo.

2. El día 8 de enero de 1993, la Procuradora de
los Tribunales, doña María José Corral Losada, en nom­
bre y representación de don David Daniel Carrio Fer­
nández, presentó, ante el Registro de este Tribunal, escri­
to de demanda debidamente formalizada.

3. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) El 21 de septiembre de 1990, la Dirección de
Mutilados del Ministerio de Defensa en la provincia de
Oviedo dictó una resolución por la que se reconoció,
al hoy demandante de amparo, su derecho a recibir una
compensación por la diferencia existente entre los
devengos que percibía como Mutilado acogido a la
Ley 5/1976, de 11 de marzo, y las retribuciones a que
se refiere la disposición adicional cuarta de la
Ley 35/1980, de 26 de junio, relativa a pensiones de
los ex combatientes de la Zona Republicana.

b) No produciéndose el abono de las cantidades
adeudadas, pese a las reiteradas promesas de inmediatas
habilitaciones presupuestarias por parte de la Adminis­
tración, el 25 de enero de 1991 se interpuso nuevo
recurso administrativo interesándose la ejecución de lo
anteriormente acordado.

c) Desestimado por silencio el citado recurso y, ago­
tada la vía administrativa, el demandante interpuso el
correspondiente recurso contencioso-administrativo, del
que conoció la Sala competente del Tribunal Superior
de Justicia de Asturias. Mediante Sentencia de 10 de
diciembre de 1994 la Sala acordó declarar la inadmi­
sibilidad del recurso jurisdicCional promovido por el
actor, a tenor de lo dispuesto en el arto 82 cl de
la U.C.A.

4. En su demanda de amparo aduce el recurrente
la vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva,
por cuanto que la Sala declaró indebidamente la inad­
misión de su recurso escudándose en la naturaleza revi­
sora y no declarativa de ese orden jurisdiccional. colo­
cándolo, de este modo, en una situación de indefensión
y de denegación técnica de justicia, ante la pasividad
reiterada y manifiesta de la Administración, en punto
a la ejecución de lo por ella acordado.

'5. Por escrito registrado el 8 de enero de 1993,
la representación procesal del demandante de amparo
puso en conocimiento de este Tribunal el fallecimiento
del actor, interesando que se esté a lo previsto en el
art. 9.7 de la L.E.C. Tras dictarse los proveídos oportunos,
por providencia de la Sección Cuarta, de 24 de junio
de 1993, se acordó tener por personada y parte a la
Procuradora de los Tribunales doña María Teresa Rodrí- .
guez Pechin, en nombre y representación de los here­
deros del recurrente en amparo; dejar sin efecto los nom­
bramientos previos de profesionales de oficio, y otorgar
a dicha representación un plazo de veinte días para que
formalizasen nueva demanda de amparo.

6. Esta demanda fue presentada el día 14 de julio
de 1994. Tras reproducir los elementos fácticos de la
anterior e insistir con idénticos argumentos sobre la vul­
neración de su derecho a la tutela judicial efectiva, se
invocaba, además, la lesión de su derecho a la igualdad
en la aplicación judicial de la Ley ex arto 14 CE, 'pues,


